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                                                                                                           Concepto No.5751

Bogotá, D.C., 1 de abril de 2014
Señores 

MAGISTRADOS DE LA CORTE CONSTITUCIONAL

E. S. D.

REF:
Demanda de inconstitucionalidad contra el artículo 188 (parcial) del Decreto 1211 de 1990.
Demandante: Edgar Alan Olaya.

Magistrado Ponente: ALBERTO ROJAS RÍOS.
Expediente No. D-10098.
Concepto No. 5751
De conformidad con lo previsto en los artículos 242, numeral 2 y 278, numeral 5, de la Constitución Política, procedo a rendir concepto en relación con la demanda que, en ejercicio de la acción pública consagrada en los artículos 40, numeral 6 y 242, numeral 1º de la Carta, instauró el ciudadano Edgar Alan Olaya, contra el artículo 188 (parcial) del Decreto 1211 de 1990, cuyo texto se resalta a continuación, con lo demandado en negritas.
DECRETO 1211 DE 1990
(junio 8)

Diario Oficial No. 39.406, de 8 de junio de 1990

MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL
Por el cual se reforma el estatuto del personal de oficiales y suboficiales de las fuerzas militares

EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA
en uso de las facultades extraordinarias que le confiere la Ley 66 de 1989,

DECRETA:

(…)
ARTÍCULO 188. EXTINCION DE PENSIONES. <Aparte tachado INEXEQUIBLE> A partir de la vigencia del presente Decreto, las pensiones que se otorguen por fallecimiento de un Oficial o Suboficial de las Fuerzas Militares en servicio activo o en goce de asignación de retiro o pensión militar, se extinguen para el cónyuge si contrae nuevas nupcias o hace vida marital y para los hijos, por muerte, independencia económica, matrimonio o por haber llegado a la edad de veintiún (21) años, salvo los hijos inválidos absolutos de cualquier edad y los estudiantes hasta la edad de veinticuatro (24) años, cuando unos y otros hayan dependido económicamente del Oficial o Suboficial y mientras subsistan las condiciones de invalidez y estudios.
1.
Planteamientos de la demanda
A juicio del demandante, la expresión “hasta la edad de veinticuatro (24) años”, contenida en el artículo 188 del decreto acusado, riñe con el preámbulo y con los artículos 13, 16, 121, 150.10 y 189.10 de la Carta Política, así como con los artículos 2.1 y 26 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, 1.1 y 24 de la Convención Americana Sobre Derechos Humanos, por cuanto desconoce el principio de igualdad, la prohibición de regresividad y la obligación de progresividad de los derechos sociales, toda vez que el régimen general de seguridad social, para una situación idéntica, otorga la pensión de sobrevivientes a los hijos estudiantes hasta los 25 años.

2.
Problema jurídico

El actor considera que el artículo 188 del Decreto 1211 de 1990, en lo acusado, viola distintas disposiciones tanto de la Carta, como de los instrumentos internacionales señalados en el acápite anterior, pero sus cargos pueden, en últimas, resumirse en la violación del principio de igualdad. En este orden, corresponde al Ministerio Público determinar si la expresión “hasta la edad de veinticuatro (24) años”, contenida en dicha norma, vulnera tal principio. 

Sobre el particular, el Procurador General de la Nación ha de conceptuar lo siguiente:

3.
Análisis de constitucionalidad
El derecho a la educación, consagrado en los artículo 45 y 67 de la Carta Política, se garantiza, entre otros mecanismos, a través del régimen de sustitución pensional,  pues con ello se logra que las personas mayores de edad que están en incapacidad para trabajar porque están estudiando y que pierden el amparo del padre o la madre que le costeaban sus necesidades económicas, sigan contando con lo necesario para desarrollar o perfeccionar sus  facultades intelectuales.

Las consideraciones anteriormente expuestas ya habían sido expresadas por la Corte Constitucional en la sentencia T-780-99, apartes de la cual se transcribirán in extenso, dada la importancia que tiene para el caso sub examine, así: 
 “En este orden de ideas, la protección especial estatal predicable del derecho a la sustitución pensional por estudios, tiene su razón de ser en el estado de debilidad manifiesta que presenta la persona que hasta ahora ostenta la calidad de estudiante, por cuanto es indudable su estado de indefensión cuando apenas transita por el camino de la formación educativa, en aras de acceder a un conocimiento que le permita valerse por sí misma, a través de la capacitación para ejercer una profesión u oficio y alcanzar un desarrollo humano integral, con la posibilidad de desenvolverse autónomamente en el campo laboral, personal y social. 
 
“El Estado frente a esas condiciones y a través de sus distintos órganos, debe realizar un acondicionamiento general de garantías respecto de la debilidad que muestra ese grupo de ciudadanos, para lo cual habrá de desechar las restricciones que impidan la realización del derecho a la educación y de los demás derechos que con la sustitución pensional se protegen y que, por el contrario, agraven la situación de inferioridad.
 
“Cabe anotar, que la exigencia de esa protección estatal al estudiante que ha obtenido una sustitución pensional se afianza, aún más, en la consideración de las características naturales del momento de la vida en la cual aquella es reconocida, es esto es dentro de una etapa que cobija la adolescencia y los comienzos de la edad adulta, pues ese derecho pensional es reconocido a los 18 años del beneficiario, edad en la cual el ambiente familiar, los valores sociales y culturales inciden en la estructuración de la personalidad, de una identidad propia y autónoma de la de los padres, y que naturalmente se refleja en la definición de sus metas de desarrollo integral futuros, especialmente en lo relacionado con su profesión u oficio.
 
“Con el fin de establecer parámetros precisos para alcanzar la socialización del adolescente colombiano, el Constituyente de 1991 determinó que éste “tiene derecho a la protección y a la formación integral. El Estado y la sociedad garantizan la participación activa de los jóvenes en los organismos públicos y privados que tengan a cargo la protección, educación y progreso de la juventud” (C.P., art. 45).
 
“De manera que, se le reconoce una obligación al Estado de proteger especialmente a estas personas dadas sus condiciones especiales y vulnerables de desarrollo humano.”.
 

En concordancia con lo anterior, la norma acusada dispone que las pensiones que se otorguen por fallecimiento de un Oficial o Suboficial de las Fuerzas Militares en servicio activo o en goce de asignación de retiro o pensión militar, no se extinguen para los hijos que hayan dependido económicamente del Oficial o Suboficial y mientras estén estudiando, hasta los veinticuatro (24) años de edad.
Paralelamente, el artículo 47, literal b) de la Ley 100 de 1993, modificado por el artículo 13 de la Ley 797 de 2003, señala como beneficiarios de la pensión de sobrevivientes a “…los hijos mayores de 18 años y hasta los 25 años, incapacitados para trabajar por razón de sus estudios y si dependían económicamente del causante al momento de su muerte…” (negrilla fuera de texto).

En la sentencia C-451-05, la Corte Constitucional se pronunció sobre la disposición transcrita anteriormente y en ella señaló que consideraba ajustado a la Constitución que el legislador, a través de la pensión de sobrevivientes, le otorgara una protección adicional a los hijos mayores de 18 años y hasta los 25 que se encontraran en situación de vulnerabilidad al no poder trabajar por razón de sus estudios y que dependían económicamente del padre o la madre al momento de su muerte. Lo anterior, con el fin de que tales ciudadanos pudieran afianzar su formación académica, con miras a un mejor desempeño futuro.
Dijo la Corte en el citado fallo:
“En efecto, tal como se advirtió en el acápite anterior, el hijo mayor que ostenta la condición de estudiante también se encuentra en situación de vulnerabilidad por hallarse en una etapa de la vida, la adolescencia y los comienzos de la edad adulta, en la cual apenas se está estructurando su personalidad y se transita por el camino de la formación educativa, donde pretende adquirir un nivel de formación que le permita valerse por sí mismo en un futuro próximo, es decir, adquirir una identidad propia y autónoma frente a la de sus padres apta para procurarse su sustento sin depender económicamente de ellos. Es por tal motivo que se justifica su inclusión como beneficiario de la pensión de sobrevivientes, dado, además, que se trata de una medida que contribuye a realizar el derecho a la educación y de forma indirecta otros derechos que con la sustitución se protegen, la que de no haberse adoptado haría más difícil su situación futura”.
Del anterior marco normativo y jurisprudencial se infiere que las condiciones fácticas entre los hijos estudiantes mayores de 18 años del personal de oficiales o suboficiales de las fuerzas militares y la de aquellos individuos sometidos al régimen de la Ley 100 de 1993 es la misma, pues ambos grupos de ciudadanos están en igual situación de vulnerabilidad, toda vez que la persona de la cual dependían para financiar sus estudios ya no puede seguir manteniéndolos. Así las cosas, a pesar de tratarse de regímenes pensionales diferentes, esto es, uno especial y otro general, en lo que se refiere a la protección de los hijos estudiantes no existe una razón objetiva suficiente y clara que justifique un tratamiento diferente. 
En este sentido se pronunció la Corte Constitucional en la sentencia T-637-06:

“También ha considerado la Corte la imposibilidad de beneficiarse de las normas de un régimen especial cuando se encuentra en el régimen general o viceversa…Sin embargo, la Corte ha precisado que lo anterior no significa que sea imposible formular cargos de igualdad por eventuales discriminaciones que hayan podido ser ocasionadas en un régimen especial. Esta Corte ha concluido entonces que es posible excepcionalmente formular y estudiar cargos de igualdad fundados en la comparación parcial entre un régimen especial y el sistema general de seguridad social”. (Negrilla fuera de texto).
Así las cosas, no existe justificación alguna para que los hijos estudiantes mayores de 18 años del personal de oficiales o suboficiales de las fuerzas militares no reciban el mismo trato que los de aquellas personas cuyas pensiones se rigen por la Ley 100 de 1993, esto es, que para los primeros la protección de su educación llegue hasta los 24 años y no hasta los 25 como lo dispone el sistema normativo general de sustitución pensional. 
No hay duda que en Colombia, donde la educación pública es la excepción, los gastos de un año de educación son importantes, lo cual hace que las condiciones sean disímiles entre unos y otros estudiantes, más aún cuando se trata de aquellos cuyos recursos son escasos (los hijos de suboficiales, por ejemplo) y, en consecuencia, el único medio para lograr un mejor futuro es la educación. En este orden de ideas, un tratamiento diferente sin duda vulnera el principio de igualdad real y efectiva de estos últimos, en contravía de lo dispuesto en el artículo 13 superior.
Al respecto la Corte Constitucional en la sentencia C-451-05 señaló lo siguiente:
“En este sentido la edad de 25 años viene a ser un criterio razonable ya que para ese momento los hijos dependientes de sus padres cuentan, por lo general, con una profesión u oficio que les permite lograr su independencia económica y proveerse su propio sustento, motivo por el cual se encuentra justificada su exclusión como beneficiarios de la sustitución pensional, pues ya no se trata de una persona en condiciones de vulnerabilidad que por lo tanto necesite medidas de protección especial”. 

De todo lo expuesto se deduce que la disposición acusada vulnera el principio de igualdad, pero en aras del principio de conservación del derecho y de lo que es más importante, de la protección del derecho a la educación que se vería cercenado si se declarara inexequible la expresión acusada, el Ministerio Público solicitará a la Corte Constitucional que declare su exequibilidad, en el entendido de que las pensiones que se otorguen por fallecimiento de un Oficial o Suboficial de las Fuerzas Militares en servicio activo o en goce de asignación de retiro o pensión militar, se extinguen para los hijos por haber llegado a la edad de veintiún (21) años, salvo los estudiantes hasta la edad de veinticinco (25) años, cuando hayan dependido económicamente del Oficial o Suboficial y mientras subsistan las condiciones de estudios.

4. Conclusión

En mérito de lo expuesto, el Procurador General de la Nación solicita a la Corte Constitucional declarar EXQUIBLE la expresión acusada del artículo 188 del Decreto 1211 de 1990, en el entendido de que las pensiones que se otorguen por fallecimiento de un Oficial o Suboficial de las Fuerzas Militares en servicio activo o en goce de asignación de retiro o pensión militar, se extinguen para los hijos por haber llegado a la edad de veintiún (21) años, salvo los estudiantes hasta la edad de veinticinco (25) años, cuando hayan dependido económicamente del Oficial o Suboficial y mientras subsistan las condiciones de estudios.

Señores Magistrados,  
ALEJANDRO ORDÓÑEZ MALDONADO
Procurador General de la Nación
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